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DA CUMPLIMIENTO. 

Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación: 

FRANCISCO JAVIER SEMINARA, abogado, tomo 125, folio 478, CPACF, por 

sí, en su condición de “Amigo del Tribunal” (conf. Acordada 30/2007), constituyendo domicilio en calle 

Juncal n° 1304, Piso 7°, Depto. C, Ciudad de Buenos Aires, con domicilio electrónico en 20353997319, en 

autos “DENEGRI NATALIA RUTH C/ GOOGLE INC. S/ DERECHOS PERSONALÍSIMOS: ACCIONES 

RELACIONADAS”, expediente CIV 50016/2016, me presento ante V.E. y respetuosamente digo: 

1) Dando cumplimiento a lo ordenado en estas actuaciones, hago saber que habré de exponer personal-

mente en la audiencia convocada para el día 17 del mes en curso respecto de la presentación oportuna-

mente efectuada, cuyo contenido se resume a continuación.  

2) Mi aporte jurídico en la causa versa sobre los efectos que surte el funcionamiento del servicio que ofre-

ce la demandada (entre otros buscadores) al indexar “en forma franca y abierta” datos erróneos o desac-

tualizados sobre hechos respecto de los cuales la Jurisdicción se ha pronunciado en forma definitiva, de-

jando a salvo el buen nombre y honor de las personas involucradas en una determinada investigación de 

naturaleza penal.  

3) A diferencia de lo que ocurría décadas, cuando un ciudadano era injustamente alcanzado por una acu-

sación o denuncia que, por cualquier motivo, adquiría estado público a través de su difusión en los medios 

de comunicación, lograba con el sólo dictado de la resolución desvinculatoria una suficiente herramienta 

para contrarrestar la circunstancial difusión (en un diario, en una revista, en un programa televisivo o ra-

dial) de aquella noticia que –entonces- se había tornado inexacta o errónea como consecuencia del resul-

tado de la investigación judicial, en los últimos tiempos, con el incremento vertiginoso de los medios digita-

les, su infinita expansión en la “sociedad del conocimiento”, aquél escenario ha abierto paso a una situa-

ción muy distinta y sumamente injusta que el Servicio de Justicia en modo alguno puede soslayar.  

En ese contexto, los buscadores como la demandada ofrecen un servicio que, cuando se refiere a las per-

sonas, permite generar en forma inmediata en el usuario de los servicios informáticos y redes sociales la 

inmediata posibilidad de acceder a un conjunto de datos indexados provenientes de diversas url’s, presen-
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tados sin ningún tipo de discriminación ni control, provocando, muy usualmente, que el derecho al honor y 

a la imagen de una persona se vea directa e irreparablemente afectado por datos inexactos, desactualiza-

dos, o, lisa y llanamente, no veraces.  

No debe existir persona que, en el marco de una relación personal, o laboral, o científica, familiar, o sim-

plemente social, no se haya visto de algún modo afectada por la facilitación que en la propagación de in-

formación inexacta realizan los populares “buscadores”. 

Particularmente grave resulta la situación –que incluso ha sido reconocido como lesiva por la propia de-

mandada en su recurso extraordinario federal- de aquellos ciudadanos que, alcanzados en su momento 

por alguna actuación judicial, deben soportar la indexación actual de la histórica difusión de esa causa en 

los medios de comunicación (puntualmente en los sitios de internet de diarios, de revistas, de canales, 

etc.), pese a que no fueron condenados por ningún hecho., como si se tratase de una información actual, 

sin corrección ni aditamentos de ninguna especie. 

Tal como las presentes actuaciones han arribado a conocimiento de V.E., es propicia –e impostergable- la 

presente oportunidad para que ese Alto Tribunal, de modo definitivo y amplio, recepte -en sintonía con las 

modernas posturas recogidas y puestas en marcha en el Derecho Comparado- el efectivo funcionamiento 

del derecho al olvido de aquellos ciudadanos que, afectados por la indexación a través de buscadores de 

información desactualizada o errónea que impliquen acusaciones de naturaleza penal respecto de las 

cuales existan pronunciamientos desvinculatorios (sobreseimientos o absoluciones), puedan lograr, a su 

pedido, el cese de tales contenidos en tanto afecten su honor e imagen.  

El reconocimiento de dicho derecho, en forma amplia, generosa y práctica, no implica en modo alguno 

avasallamiento, ni conculcación, ni limitación, del derecho a la libertad de prensa en la medida en que el 

ejercicio de aquella facultad jurídica por parte de los afectados se limitará a los denominados “buscadores” 

(que con su acción de indexación de contenidos son los que efectivizan el perjuicio en el ciudadano afec-

tado), no así a los contenidos alojados en los sitios originarios, quedando de ese modo a salvo el derecho 

de la comunidad de acceder al conocimiento de aquellos acontecimientos que tuvieran interés para la co-

munidad. 
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En sustento de la postura aquí asumida se han invocado en la presentación de este profesional: 

A. La sobreviniente política de tratamiento de datos efectuada por Google en el plano internacional, 

que ha receptado cientos de miles de solicitudes de rectificación, incluyendo supuestos como el antes 

referido.  

B. La real naturaleza de la actividad de Google con datos provenientes de otros sitios web. Su res-

ponsabilidad en el tratamiento de datos. La demandada utiliza su software para rastrear y procesar 

páginas web —por medio de los denominados robots de rastreo—, copia su contenido, lo almacena tem-

poralmente, y elabora un índice completo de todas las palabras que detecta —palabras previamente se-

leccionadas directa o indirectamente— utilizando secuencias tales como palabras clave, términos de bús-

queda, su ubicación en cada página, para finalmente registrar los resultados en su buscador aplicando un 

algoritmo elaborado por él para seleccionar los términos y mezclarlos con las URL's —y al mismo tiempo 

también evalúa y fija la relevancia de los resultados—. Ostentando entonces un rol activo en el tratamiento 

y procesamiento de datos. 

C. El propósito esencial de cualquier buscador consiste en suministrar información (no reflejar 

datos erróneos que dañan la imagen de las personas).  

Siendo que uno de las principales características de los servicios de los buscadores de Internet es propor-

cionar, precisamente, una información veraz y actual sobre hechos y personas, a través del manejo de 

datos confiables, se impone la adopción de las medidas conducentes a la supresión, a través de la puntual 

supresión, de la información que actualmente se difunde en el mencionado buscador sobre las circunstan-

cias fácticas prealudidas. Universalmente se reconoce la existencia de un principio general de derecho de 

protección a las personas según el cual, pasado cierto tiempo, o cuando se vence la finalidad del trata-

miento del dato, hay que eliminarlo.  

Es concretamente el tema objeto de esta contribución. Cuando un ciudadano, en relación a hechos ocurri-

dos hace más de diez, quince, o más años, habiendo sido salpicado por un episodio sometido tanto a un 

proceso penal como a una difusión periodística, tras la sustanciación de la causa judicial, fue desvinculado 

de toda imputación, y, pese a ello y al tiempo transcurrido, continúa siendo afectado por la difusión del 
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“dato” consecuentemente desactualizado y erróneo, ostenta un derecho que es preciso reconocer e ins-

trumentar. 

D. El derecho al olvido frente al impacto de las nuevas tecnologías.  

Se define como el derecho que tiene el titular de un dato personal a borrar, bloquear o suprimir esa infor-

mación personal, que de alguna manera afecta el libre desarrollo de alguno de sus derechos fundamenta-

les, como el derecho a la intimidad, al honor y a la propia imagen, o que podría considerarse como 

información obsoleta, pues carece de sentido que se tenga acceso a ella después de mucho tiempo y ya 

no sirve a los fines para los que fue recabada y publicada. 

Si la publicación de datos personales no resulta necesaria para que la información mantenga el carác-

ter noticiable y la relevancia pública, dicha publicación resultará contraria al derecho fundamental a la 

protección de datos de carácter personal. 

F. El Reglamento UE 2016/679 sobre Protección de Datos Personales. 

La normativa consagrada en dicho Reglamento (arts. 16 y 17) contiene una razonable conciliación entre el 

derecho a la información y la protección de los datos personales exactos. 

G. Instrumentación del derecho al olvido. Se ha propiciado una instrumentación que asegura una co-

existencia sana y razonable entre la libertad de expresión y el derecho a la intimidad en el ámbito de in-

termediación generado por la actividad de los motores de búsqueda, en tanto el bloqueo de acceso no 

impide que el link con el contenido dañoso siga existiendo en internet y que sea posible acceder al mismo. 

H. El factor temporal. La caducidad de datos personales. Se suele definir al denominado “dato caduco” 

como aquel que por efecto del tiempo ha perdido virtualidad, ha devenido intrascendente a los efectos de 

cualquier efecto jurídico relativo a la ejecutabilidad. La caducidad de un dato puede vincularse a los plazos 

de prescripción civil, o bien a lo normado en el art. 51 del Código Penal, que prohíbe informar la existencia 

de sentencias condenatorias penales pasado cierto tiempo, tal como incluso, en su recurso extraordinario, 

lo ha reconocido la demandada. 

Proveer de conformidad, 

SERÁ JUSTICIA.  
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